
40
Julio 2017

Ju
lio

 2
01

7
R

ev
ist

a 
Pe

na
l

40

Revista Penal
Número 40           

Publicación semestral editada en colaboración con las Universidades de Huelva, Salaman-
ca, Castilla-La Mancha, Pablo Olavide de Sevilla y la Cátedra de Derechos Humanos 
Manuel de Lardizábal.
Sumario

Doctrina
– Delito y solidaridad (estado de necesidad, omisión del deber de socorro y 
bienes jurídicos colectivos de soli- daridad),  por Mercedes Alonso Álamo. 
– Política criminal contra la corrupción: la reforma del decomiso, por Ignacio 
Berdugo Gómez de la Torre.
–“Conditio sine qua non” y concreción del riesgo en el resultado: cómo eli-
minar un paso repetitivo en el aná- lisis de la imputación objetiva al tipo,  por 
Patricia Esquinas Valverde .
–Cuidados paliativos: ¿eutanasia o asistencia sanitaria? Un análisis desde los 
conceptos, por Javier García Amez.
–Juicios rápidos y conformidad: la posible vulneración de los derechos funda-
mentales, por Marta García Mosquera.
–Organización criminal para la financiación ilegal de un partido político: el 
“caso de los papeles de Bárcenas”, por Nicolás García Rivas  
–Función y fines de la pena: la ejecución de penas privativas de libertad en el 
caso de los delincuentes de cuello blanco, por Carmen Juanatey Dorado. 
–¿A qué “partido político” imputar y eventualmente condenar?, por José León 
Alapont .
–La interpretación del término “población civil” como elemento del tipo en el 
crimen contra la humanidad, por Alfredo Liñán Lafuente. 
–La falsedad en las cuentas en la legislación italiana: la última reforma y las 
nuevas cuestiones interpretativas, por María Novela Masullo.
–Derecho penal, Criminología y política criminal en la era del punitivismo, por 
Manuel Portero Henares. 
–El delito de maltrattamenti contro familiari e conviventi en el Código Penal 
italiano,  por Bárbara San Millán Fernández
–El blanqueo de capitales como norma de flanqueo invertida (una posible inter-
pretación sobre su naturaleza jurídica), por Lorena Varela.

Sistemas penales comparados: Delitos informáticos (Cybercrimes)



Revista Penal
Número 40

Publicación semestral editada en colaboración con las Universidades de Huelva, Salamanca, Castilla-La Mancha, 
Pablo Olavide de Sevilla y la Cátedra de Derechos Humanos Manuel de Lardizábal.

Sumario
Doctrina:
– Delito y solidaridad (estado de necesidad, omisión del deber de socorro y bienes jurídicos colectivos de soli-

daridad), por Mercedes Alonso Álamo ...............................................................................................................
– Política criminal contra la corrupción: la reforma del decomiso, por Ignacio Berdugo Gómez de la Torre ......
– “Conditio sine qua non” y concreción del riesgo en el resultado: cómo eliminar un paso repetitivo en el aná-

lisis de la imputación objetiva al tipo, por Patricia Esquinas Valverde .............................................................
– Cuidados paliativos: ¿eutanasia o asistencia sanitaria? Un análisis desde los conceptos, por Javier García 

Amez ...................................................................................................................................................................
– Juicios rápidos y conformidad: la posible vulneración de los derechos fundamentales, por Marta García 

Mosquera ............................................................................................................................................................
– Organización criminal para la financiación ilegal de un partido político: el “caso de los papeles de Bárcenas”, 

por Nicolás García Rivas ...................................................................................................................................
– Función y fines de la pena: la ejecución de penas privativas de libertad en el caso de los delincuentes de cuello 

blanco, por Carmen Juanatey Dorado ...............................................................................................................
– ¿A qué “partido político” imputar y eventualmente condenar?, por José León Alapont ...................................
– La interpretación del término “población civil” como elemento del tipo en el crimen contra la humanidad, por 

Alfredo Liñán Lafuente .......................................................................................................................................
– La falsedad en las cuentas en la legislación italiana: la última reforma y las nuevas cuestiones interpretativas, 

por María Novela Masullo .................................................................................................................................
– Derecho penal, Criminología y política criminal en la era del punitivismo, por Manuel Portero Henares ......
– El delito de maltrattamenti contro familiari e conviventi en el Código Penal italiano, por Bárbara San Millán 

Fernández ...........................................................................................................................................................
– El blanqueo de capitales como norma de flanqueo invertida (una posible interpretación sobre su naturaleza 

jurídica), por Lorena Varela ...............................................................................................................................

Sistemas penales comparados: Delitos informáticos (Cybercrimes) ..........................................................

5
22

43

77

97

111

126
146

168

183
193

210

236

250



Dirección
Juan Carlos Ferré Olivé. Universidad de Huelva

jcferreolive@gmail.com

Secretarios de redacción
Víctor Manuel Macías Caro. Universidad Pablo de Olavide

Miguel Bustos Rubio. Universidad Internacional de La Rioja

Comité Científico Internacional

Kai Ambos. Univ. Göttingen
Luis Arroyo Zapatero. Univ. Castilla-La Mancha

Ignacio Berdugo Gómez de la Torre. Univ. Salamanca
Gerhard Dannecker. Univ. Heidelberg

José Luis de la Cuesta Arzamendi. Univ. País Vasco
Albin Eser. Max Planck Institut, Freiburg

Jorge Figueiredo Dias. Univ. Coimbra
George P. Fletcher. Univ.Columbia

Luigi Foffani. Univ. Módena
Nicolás García Rivas. Univ. Castilla-La Mancha

Vicente Gimeno Sendra. UNED
José Manuel Gómez Benítez. Univ. Complutense

Carmen Gómez Rivero. Univ. Sevilla
José Luis González Cussac. Univ. Valencia

Borja Mapelli Caffarena. Univ. Sevilla
Victor Moreno Catena. Univ. Carlos III

Francisco Muñoz Conde. Univ. Pablo Olavide
Enzo Musco. Univ. Roma

Francesco Palazzo. Univ. Firenze
Teresa Pizarro Beleza. Univ. Lisboa

Claus Roxin. Univ. München
José Ramón Serrano Piedecasas. Univ. Castilla-La Mancha

Ulrich Sieber. Max Planck. Institut, Freiburg
Juan M. Terradillos Basoco. Univ. Cádiz

Klaus Tiedemann. Univ. Freiburg
John Vervaele. Univ. Utrecht

Eugenio Raúl Zaffaroni. Univ. Buenos Aires
Manuel Vidaurri Aréchiga. Univ. La Salle Bajío

Consejo de Redacción
Miguel Ángel Núñez Paz y Susana Barón Quintero (Universidad de Huelva), Adán Nieto Martín, Eduardo Demetrio 
Crespo y Ana Cristina Rodríguez (Universidad de Castilla-La Mancha), Emilio Cortés Bechiarelli (Universidad de 

Extremadura), Fernando Navarro Cardoso y Carmen Salinero Alonso (Universidad de Las Palmas de Gran Canaria), 
Lorenzo Bujosa Badell, Eduardo Fabián Caparros, Nuria Matellanes Rodríguez, Ana Pérez Cepeda, Nieves Sanz

Mulas y Nicolás Rodríguez García (Universidad de Salamanca), Paula Andrea Ramírez Barbosa (Universidad
Externado, Colombia), Paula Bianchi (Universidad de Los Andes, Venezuela), Elena Núñez Castaño (Universidad de 
Sevilla), Carmen González Vaz (Universidad Complutense) Pablo Galain Palermo (Max Planck Institut - Universidad 

Católica de Uruguay), Alexis Couto de Brito y William Terra de Oliveira (Univ. Mackenzie, San Pablo, Brasil).

Sistemas penales comparados
Martin Paul Wassmer (Alemania)
Luis Fernando Niño (Argentina)
Alexis Couto de Brito (Brasil)

Jia Jia Yu (China)
Álvaro Orlando Pérez Pinzón (Colombia)
Roberto Madrigal Zamora (Costa Rica)

Elena Núñez Castaño (España)
Angie Andrea Arce Acuña (Honduras)

Manuel Vidaurri Aréchiga (México)
Sergio J. Cuarezma Terán (Nicaragua)
Carlos Enrique Muñoz Pope (Panamál)
Víctor Roberto Prado Saldarriaga (Perú)

Svetlana Paramonova (Rusia)
Volodymyr Hulkevych (Ucrania)

Pamela Cruz/Sofía Lascano (Uruguay)
Jesús Enrique Rincón Rincón (Venezuela)

www.revistapenal.com
© TIRANT LO BLANCH
 EDITA: TIRANT LO BLANCH
 C/ Artes Gráficas, 14 - 46010 - Valencia
 TELFS.: 96/361 00 48 - 50
 FAX: 96/369 41 51
 Email:tlb@tirant.com
 http://www.tirant.com
 Librería virtual: http://www.tirant.es
 DEPÓSITO LEGAL: B-28940-1997
 ISSN.: 1138-9168
 IMPRIME: Guada Impresores, S.L.
 MAQUETA: Tink Factoría de Color

Si tiene alguna queja o sugerencia envíenos un mail a: atencioncliente@tirant.com. En caso de no ser atendida su sugerencia por favor lea en 
www.tirant.net/index.php/empresa/politicas-de-empresa nuestro Procedimiento de quejas.

Responsabilidad Social Corporativa: http://www.tirant.net/Docs/RSCTirant.pdf



  

111

D o c t r i n a

Organización criminal para la financiación ilegal de un partido político: el “caso de los 
papeles de Bárcenas”

Nicolás García Rivas

Ficha Técnica
Autor: Nicolás Gacía Rivas
Código ORCID: orcid.org/ 0000-0002-6519-0410
Title: Criminal organization for the illegal financing of a political party: the “case of Barcenas papers”
Adscripción institucional: Catedrático de Derecho Penal, Universidad de Castilla La Mancha

Sumario: Introducción. I. Análisis de la concurrencia de un delito de asociación ilícita/organización criminal. 1. El con-
cepto de asociación en el art. 515.1º CP y su aplicabilidad a un partido político. 2. La amplitud conceptual del concepto 
de asociación y su delimitación respecto a otras figuras. 3. Requisitos de la asociación ilícita tipificada en el art. 515.1º, 
segundo inciso. 4. Concurrencia de los requisitos típicos del art. 515.1º CP en los hechos descritos en la querella. II. 
Análisis de la posible concurrencia de un delito de organización criminal (art. 570 BIS CP). III. Determinar el plazo de 
prescripción del conjunto de los delitos que figuran en la querella citada. 1. Prescripción del delito de asociación ilícita/
organización criminal. 2. Prescripción de los delitos conexos.

Resumen: Una trama de corrupción asentada en un partido político desde hace décadas, generadora de financiación 
ilícita para ese partido mediante un intercambio de donaciones empresariales a cambio de concesiones de obra pública, 
puede calificarse como delito de organización criminal (art. 570 bis CP), el cual requiere probar la existencia de una 
estructura de carácter permanente para la comisión de delitos, regida por la jerarquía y con miembros intercambiables. 
Así se desprende de los “papeles de Bárcenas”.
Palabras clave: corrupción, partido, financiación, organización criminal, prescripción

Abstract: A corruption plot set up in a political party for decades, which generates illicit financing for that party by 
means of an exchange of business donations in exchange for public works concessions, can be classified as a crime 
of criminal organization (article 570 bis CP). Which requires proving the existence of a permanent structure for the 
commission of crimes, governed by hierarchy and with interchangeable members. This is clear from the “papers of 
Bárcenas”.
Key words: corruption, party, financing, criminal organization, prescription
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1 Concretamente: la Asociación “Justicia y Sociedad”, la Asociación Libre de Abogados (ALA), la Asociación “CODA-Ecologistas en 
Acción” y la Federación “Los Verdes, Els Verds, Berdeak, Os Verdes”

2 Son las siguientes: delito continuado de falsedad, contable (art. 310 CP), Delito de tráfico de influencias (art.429 y 430 CP), Delito 
de falsedad de fondos electorales (art. 149 LOREG), Delito de falsedad en documento mercantil (arts. 392 y 390 CP), Delitos contra la 
Hacienda Pública (art. 305 CP), Delito de apropiación indebida (arts. 252 CP).

3 FARALDO CABANA, Delitos de asociaciones ilícitas y organizaciones criminales en el Código Penal español, Valencia, 2012 (Tol 
2633040), p. 5.

4 GARCÍA-PABLOS DE MOLINA, Estudios penales, 1984, p. 300; SÁNCHEZ GARCÍA DE PAZ, “Función político-criminal del delito 
de asociación para delinquir: desde el Derecho penal político hasta la lucha contra el crimen organizado, en BERDUGO/ARROYO, Ho-
menaje al Dr. Marino Barbero Santos. In memoriam, Madrid, 2001, Tomo II, p. 646; CÓRDOBA RODA, “Libertad de asociación y Derecho 
penal”, en Anuario de Derecho penal y Ciencias penales, 1977, p. 7; MUÑOZ CONDE, Derecho penal. Parte Especial.19ª ed., Valencia, 
2013, p. 773; TAMARITSUMALLA, Comentarios a la Parte Especial del Derecho penal español, 6ª ed., 2007, p. 1945

5 QUINTERO OLIVARES, “La criminalidad organizada y la función del delito de asociación ilícita”, en FERRÉ OLIVÉ/ANARTE 
BORRALLO, Delincuencia organizada. Aspectos penales, procesales y criminológicos, Huelva, 1999, p. 181 s.

Introducción

El 4 de octubre de 2016 comenzó a celebrarse en 
la Audiencia Nacional el juicio oral y público por el 
llamado “Caso Gürtel” (Audiencia Nacional, P.A. 
275/08). En él se dilucida la responsabilidad penal 
de una supuesta trama corrupta que involucra a 37 
personas, entre ellas muchos altos cargos del Partido 
Popular. Una de las “piezas separadas” de esa trama 
se refiere a los llamados “papeles de Bárcenas”, un 
conjunto de anotaciones que probarían la existencia —
durante más de 20 años— de un auténtico sistema de 
financiación ilegal del partido, procurada mediante las 
donaciones entregadas por empresas adjudicatarias de 
obra pública, a cambio de dichas adjudicaciones, según 
reza la querella presentada el 28 de febrero de 2013 
por Izquierda Unida y otras organizaciones sociales y 
políticas1.

Dicha querella fue determinante para interrumpir la 
prescripción de los delitos imputados y en el marco de 
la misma se presentó, el 27 de diciembre de 2013, el 
Dictamen que se recoge a continuación, que elaboré 
a partir de la solicitud del abogado de Izquierda Uni-
da, Enrique Santiago. Se trataba, principalmente, de 
fundamentar la existencia de una organización crimi-
nal, delito que —al margen de la carga semántica de 
su denominación— sólo requiere la existencia de una 
“agrupación formada por más de dos personas con ca-
rácter estable o por tiempo indefinido, que de manera 
concertada y coordinada se repartan diversas tareas o 
funciones con el fin de cometer delitos”.

El Juzgado Central núm. 5 de la Audiencia Nacional 
dictó Auto de apertura del Juicio Oral con fecha de 28 
de mayo de 2015. En él consta que en dicho juicio oral 
los acusados se enfrentarán, entre otras acusaciones2, a 
la de organización criminal, en virtud de la acusación 
popular ejercida por Izquierda Unida y las citadas or-

ganizaciones, no así por el Ministerio Fiscal, que ha 
entendido que no se dan los elementos de dicha figura 
delictiva. En lo que sigue, se recoge textualmente aquel 
Dictamen.

I. Análisis de la concurrencia de un delito de asociación 
ilícita/organización criminal

1. El concepto de asociación en el art. 515.1º CP y su 
aplicabilidad a un partido político

El artículo 515 CP establece que: “Son punibles 
las asociaciones ilícitas, teniendo tal consideración: 
1º. Las que tengan por objeto cometer algún delito o, 
después de constituidas, promuevan su comisión, así 
como las que tengan por objeto cometer o promover la 
comisión de faltas de forma organizada, coordinada y 
reiterada”.

Como recuerda FARALDO CABANA3 su ante-
cedente inmediato en el Derecho penal español es el 
núm. 1 del art. 173 CP 1944/73, que consideraba aso-
ciaciones ilícitas a «las que tuvieren por objeto cometer 
algún delito o, después de constituidas, promuevan su 
comisión», definición introducida por la LO 4/1980 y 
que se mantuvo en la redacción original del art. 515.1 
CP. La LO 11/2003 introdujo el inciso final alusivo a 
las faltas, sin dar explicación alguna sobre ello en la 
exposición de motivos.

Los análisis doctrinales en torno a esta figura discre-
pan acerca de su función con respecto al art. 22 de la 
Constitución. Así, mientras para algunos representa un 
claro contrapunto del derecho de asociación que éste 
reconoce y de su consideración como ilegales de aque-
llas que “persigan fines o utilicen medios tipificados 
como delito”, origen que le reconoce la doctrina con 
carácter general4, para otros autores (como QUINTE-
RO OLIVARES5) no existe tal conexión necesaria entre 
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ambos preceptos, porque el art. 515.1º CP tiene la fun-
ción de prevenir contra fenómenos que no tienen nada 
que ver con el ejercicio abusivo e ilegal del derecho de 
asociación, como lo demuestra que resulta literalmente 
aplicable a cualquier banda de malhechores (y esa fue 
su función primigenia), los cuales, lógicamente, no se 
constituyen —ni lo pretenden— en asociación “políti-
ca”. Máxime si se tiene en cuenta que, a partir de la LO 
2/1981, la función principal del precepto consistió en 
castigar las bandas terroristas.

Por consiguiente, tal y como explicara GARCÍA-PA-
BLOS hace tiempo, “asociación significa [a los efectos 
del artículo que nos ocupa] lo mismo que “organiza-
ción”, como concepto fáctico, sociológico. Con inde-
pendencia del objeto o naturaleza de sus fines —polí-
ticos o no políticos—; de la forma que adopte —civil, 
mercantil, etc.—; o de la estrategia y apariencia externa 
que revista —asociaciones “de facto” o asociaciones 
lícitamente constituidas. Todas son “asociaciones”, a 
los efectos del artículo 173 [s.c. CP 1973], si se trata de 
organizaciones, instituciones, esto es estructuras o co-
lectivos que se proyectan más allá de la realización de 
unos actos delictivos concretos, si sobreviven y tiene 
pleno sentido a la consumación de aquellos”6.

Por tanto, serán susceptibles de cumplir los requisi-
tos de “estabilidad” requeridos por el legislador, tanto 
la típica banda de malhechores como cualquier otra 
“entidad mínimamente organizada” y, dentro de ese 
amplio radio de acción, desde luego los partidos políti-
cos, que no dejan de ser, desde un punto de vista jurídi-
co-formal, asociaciones, como recuerda el Preámbulo 
de la LO 6/2002, de 27 de junio, de partidos políticos, 
que se refiere a ellos como “entes privados de base aso-
ciativa” o “asociaciones políticas” y vincula tanto su 
promoción como su disolución al art. 515 CP. La pri-
mera, para impedir en su art. 2 que cualquier promotor 
haya sido condenado por este delito y la segunda para 
asegurarla cuando “incurra en los supuestos tipificados 
como asociación ilícita en el Código Penal” (art. 10.2 
a). Por lo demás, son numerosas las Sentencias del Tri-
bunal Constitucional en las que confiere a los partidos 
ese mismo carácter. Sirva como muestra y resumen la 
STC 138/2012, de 20 de junio:

“En relación con el derecho de asociación (art. 22 CE), 
hemos puesto de manifiesto su carácter de derecho subje-
tivo, proclamando que “es una de las libertades públicas 
capitales de la persona, al asentarse justamente como pre-
supuesto en la libertad” (STC 244/1991, de 16 de diciem-
bre, FJ 2). También hemos destacado su dimensión objetiva 
como elemento estructural básico del Estado social y de-
mocrático de Derecho (STC 173/1998, de 23 de julio, FJ 
8). Esta dimensión se ha puesto especialmente de relieve en 
lo que afecta a la creación de partidos políticos, por ser ins-
trumentos fundamentales para la participación política (art. 
6 CE) esenciales en el correcto funcionamiento del Estado 
democrático, ya que al basarse éste en el valor del pluralis-
mo (art. 1.1 CE), del que los partidos son expresión princi-
palísima, “es evidente que la apertura del ordenamiento a 
cuantas opciones políticas puedan y quieran nacer y articu-
larse en la realidad social constituye un valor que sólo cabe 
proteger y propiciar” (STC 48/2003, de 12 de marzo, FJ 5). 
Esta doctrina constitucional, por otra parte, es plenamente 
coincidente con la establecida por el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos en relación con el derecho de asocia-
ción reconocido en el art. 11 CEDH, en que se destaca tanto 
el reconocimiento de que los partidos políticos son formas 
asociativas que se enmarcan dentro del ámbito de protec-
ción del derecho de asociación (STEDH de 25 de mayo de 
1998, caso Partido Socialista c Turquía, § 29), como su es-
pecial cualificación por ser elementos estructurales del fun-
cionamiento de los regímenes democráticos (STEDH de 13 
de febrero de 2003, caso Refah Partisi c. Turquía, § 87)”.

Así pues, al margen de los problemas de delimitación 
de la figura respecto a simples conciertos criminales 
para la comisión de un delito concreto, en lo que se 
refiere a la posible aplicación del precepto a estructu-
ras organizativas como los partidos políticos no pue-
de plantearse objeción alguna. Tanto es así que los 
Tribunales ya han considerado en el pasado y están 
considerando en la actualidad que puede perseguirse 
a personas que se asocian en un partido político con 
la intención de delinquir, aprovechando la estructura y 
oportunidad que el partido les ofrece. Así ocurrió en la 
STS 28.10.1997 (Caso Filesa), donde el Alto Tribunal 
sancionó a una “asociación” informal de personas que, 
en el marco de un partido político y con el fin de lograr 
financiación irregular para el mismo, cometieron una 
serie de hechos delictivos. Por lo que al presente se re-

6 GARCÍA-PABLOS DE MOLINA, p. 304.
7 CÁNDIDO CONDE-PUMPIDO, “El papel de la Justicia Penal en una sociedad democrática”, Hotel Alfonso XIII -Sevilla 4 de marzo 

de 2011.
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fiere, este mismo año la Audiencia Provincial de Balea-
res, en Sentencia de 26 de julio de 2013, ha condenado 
por el art. 515.1º CP a miembros de Unión Mallorquina 
que han actuado desde el Gobierno balear como una 
asociación delictiva. Y más recientemente, la Fiscalía 
Anticorrupción ha acusado del delito que nos ocupa a 
otros tantos miembros del partido Unión Mallorquina, 
autores de determinados delitos cometidos en el mar-
co del mismo, aprovechando su capacidad de gestión 
para obtener una financiación irregular. La disolución 
de este partido político es atribuida públicamente por 
el Fiscal General del Estado a la labor de la Fiscalía 
Anticorrupción7. Un caso que presenta paralelismos in-
negables con el que es objeto de este dictamen.

Así pues, en conclusión, los fenómenos asociativos 
políticos ilegales quedan cubiertos por el art. 515, en 
sus distintos números, pero la función primordial del 
apartado 1º del precepto es castigar fenómenos ligados 
a lo que hoy en día se denomina criminalidad organi-
zada, de manera que nos encontramos ante un precepto 
penal cuyo radio de acción es más amplio que el con-
cernido estrictamente por la legislación política (LO 
1/2002, de 22 de marzo, reguladora del derecho de aso-
ciación) o en el Derecho privado (art. 35 Código Civil), 
tal y como ha subrayado la Sala Segunda del Tribunal 
Supremo en la Sentencia sobre el “Caso Filesa” (STS 
de 28-10-1997) y la Audiencia Nacional en el “Caso 
Jarrai” (SAN 20-6-2005). En ese amplio marco cabe 
incluir, desde luego, a los partidos políticos, como lo 
demuestran los precedentes jurisprudenciales señala-
dos. Hace algunos años, CRESPO BARQUERO soste-
nía, refiriéndose a las competencias del Ministerio Fis-
cal en materia de criminalidad organizada, que el art. 
515.1º CP es una especie de “tipo-escoba” que abarca 
cualquier fenómeno asociativo (criminal), y que, en el 
“terreno de la delincuencia económica, la naturaleza tí-
pica de las conductas ni es en muchos casos evidente a 
priori (no es raro que el imputado por delito de cuello 
blanco comience su declaración quejándose de que se 
le está tratando “como si fuera” un delincuente) ni —y 
aquí está el quid de la cuestión— la “organización” tie-
ne por qué ser o parecerse a lo que tradicionalmente 
entendemos por una “banda”, o por un “cartel”, o por 
un “clan”. Puede ser una sociedad anónima, un banco, 
o hasta un partido político”8.

En los Fundamentos Jurídicos de la querella que ori-
gina el procedimiento judicial ahora en curso se dice 
que: “La propia naturaleza de los hechos relatados evi-
dencia que no estaríamos ante una conducta puntual, 
individual o individualizable en una o varias personas 
que abusando de la concreta confianza derivada de la 
responsabilidad orgánica desarrollada en el PP cometen 
delitos y se enriquecen. Antes al contrario, todo apunta 
a que estaríamos ante una práctica sistemática, orga-
nizada y coordinada incrustada desde hace años en el 
núcleo de la más alta dirección del Partido Popular 
convirtiendo a dicho partido político en un instrumento 
y en una estructura de vocación delictiva”. Con ante-
rioridad, en la exposición de los hechos objeto de la 
querella, se demuestra que la trama delictiva asociada 
ha funcionado dentro del Partido Popular y sirviéndo-
se de su estructura y organización como instrumento 
para lograr una serie de fines, identificados con la fi-
nanciación irregular y la comisión de hechos delictivos 
graves.

El Partido Popular está inscrito en el registro de Par-
tidos Políticos del Ministerio del Interior con fecha 
4.5.1977, primero como Alianza Popular, con un ám-
bito territorial “nacional”. En el escrito de querella (p. 
87 y siguientes) queda constancia de que la estructura 
organizativa del Partido Popular, integrada fundamen-
talmente por las Juntas Directivas, Secretaría General 
y Comité de Dirección y el Tesorero, figura clave en la 
organización, dependiente funcionalmente del Comité 
Ejecutivo. Todo ello demuestra, sin que exista necesi-
dad de mayor fundamentación, dada la índole de esta 
organización, de que nos encontramos ante una estruc-
tura organizativa estable y perfectamente jerarquizada.

2. La amplitud conceptual del concepto de asociación y su 
delimitación respecto a otras figuras

La amplia gama de estructuras asociativas que abar-
ca el delito de asociación ilícita plantea un problema 
de límites respecto a las simples figuras de coautoría 
o participación en la comisión de algún delito, siendo 
ésta una de las cuestiones que no deja de subrayar la 
doctrina, precisamente por el carácter informal que 
puede tener la asociación ilícita castigada en el art. 
515.1º CP. CÓRDOBA RODA9 señaló, ya al comienzo 

8 CRESPO BARQUERO, “Código Penal, delincuencia organizada y Ministerio Fiscal. Aspectos organizativos y funcionales”, en La 
reforma del Código Penal tras diez años de vigencia, Madrid, 2006, p. 10.

9 CÓRDOBA RODA, “Libertad de asociación y Derecho penal”, cit. p. 8.
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de la transición, las diferencias entre una y otra figura: 
“a) la conspiración equivale al concierto entre dos o 
más personas para la ejecución de un delito, unido a 
la resolución conjunta de ejecutarlo en concreto; b) la 
asociación, aun cuando no presupone una tal resolu-
ción, exige, en cambio, la integración de cada indivi-
duo en una entidad mínimamente organizada”. La es-
casa jurisprudencia aplicativa del precepto ha seguido 
esta misma senda y, pese a su escasez, destaca por su 
importancia el análisis en profundidad del que fue ob-
jeto a raíz de la STS de 28 de octubre de 1997 (Caso 
Filesa), en la que se subrayó la necesidad de constatar 
la existencia de un “grupo humano estable” para poder 
aplicar el art. 515.1º CP10.

Aparte de criticar con mucha rotundidad la coexis-
tencia de ambas figuras (conspiración y asociación ilí-
cita, a las que habría que sumar ahora la introducción 
de las organizaciones y grupos criminales), QUINTE-
RO OLIVARES y MUÑOZ CONDE11 han advertido de 
que la asociación constituida ab initio para delinquir y 
la conspiración “son proyectos de actuación futura que 
pueden llevarse a la práctica o no”, lo que les convierte 
en “actos anteriores al inicio de ejecución”, a partir de 
lo cual nace la diferencia fundamental con esta figura: 
mientras la conspiración desaparece al ser absorbida 
por la efectiva ejecución del delito, la asociación para 
delinquir permanece incólume y debe ser castigada en 
concurso con el delito o los delitos que en particular 
se ejecuten. Además, como apunta GARCÍA-PABLOS 
DE MOLINA, la conspiración exige un animus aucto-
ris que no requiere el delito de asociación ilícita, por 
cuanto “el comportamiento típico se agota en el mero 
hecho de participar en la asociación criminal (…) ni 
se precisa la participación de unos u otros en los deli-
tos singulares a que dé lugar la actividad criminal que 
pueda llevarse a la práctica, pues estaríamos, entonces, 
ante un supuesto de concurso real”12. En el mismo sen-
tido, decía ZARAGOZA AGUADO en 1999 que en 
esta clase de delitos “la idea de la responsabilidad in-
dividual se supedita claramente a una planificación y a 
un modo de actuar colectivo dentro del grupo, circuns-
tancias todas ellas que dotan de un singular relieve al 
hecho de la pertenencia a una estructura organizativa 
de carácter delictivo”13.

A este respecto, en el escrito de querella (p. 87) se 
afirma que “hay indicios suficientes como para con-
cluir que los dirigentes ejecutivos del Partido Popular 
—con responsabilidad de gestión y dirección cotidiana 
del partido— sin haber participado directamente en la 
comisión de diversos delitos relacionados con la ad-
judicación irregular de contratos y adjudicaciones por 
parte de diversas administraciones públicas a empresas 
financiadoras del Partido Popular, —la mayor parte de 
ellas empresas constructoras—, sí eran conocedores de 
que el dinero que recibían en efectivo en sobres o ma-
letines provenía de actividades ilícitas que desarrollaba 
su partido, más aun cuando formaban parte de la cúpula 
del partido, de su Ejecutiva Nacional y en concreto en 
los ahora querellados además coincidían responsabili-
dades en el Gobierno de España y en la dirección y 
gestión diaria del Partido Popular, así secretarios ge-
nerales, secretarios generales adjuntos, y otros cargos 
directivos internos, que además de ser los responsables 
de la gestión y dirección del Partido y por tanto tener 
obligación de saber sobre dichas actividades ilícitas, 
cobraran ellos mismos de forma regular percepciones 
económicas a modo de dádivas”.

En línea con la interpretación del tipo del art. 515.1º 
CP, esa falta de animus auctoris respecto a los concre-
tos delitos ejecutados por la organización no impide 
en absoluto considerar que dichos dirigentes del Par-
tido Popular participaran en la misma. Esa es una de 
las señas de identidad de la criminalidad organizada, 
la división de tareas, tal y como recoge el importante 
documento del “Grupo de trabajo común de la Justicia 
y la policía para la persecución penal de la criminalidad 
organizada” creado en su día en Alemania, que consti-
tuye un punto de referencia del Derecho penal europeo 
y que la define como: comisión planificada de delitos 
llevados por la aspiración de ganancias o poder, que de 
modo particular o en su totalidad son de un significado 
importante, cuando son cometidos por más de dos par-
tícipes que trabajan en común por un periodo de tiempo 
largo o indeterminado y dividiéndose el trabajo: a) bajo 
el empleo de estructuras profesionales/industriales o si-
milares a las comerciales; b) bajo el uso de violencia 
o de otro medio idóneo para la intimidación; c) bajo 

10 Cfr. En el mismo sentido. JOSHI JUBERT, U., «El concepto de organización», cit., p. 667.
11 QUINTERO OLIVARES, op. cit., p. 187; MUÑOZ CONDE, op. cit., p. 773.
12 GARCÍA-PABLOS DE MOLINA, op. cit., p. 306.
13 ZARAGOZA AGUADO, “Cuestiones penales y procesales relacionadas con la delincuencia organizada” en Estudios Jurídicos del 

Ministerio Fiscal, num. 6, 1999, p. 27.
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la influencia en la política, medios de comunicación, 
administración pública, justicia o economía”14. Sobre 
este aspecto volveré más adelante.

3. Requisitos de la asociación ilícita tipificada en el art. 
515.1º, segundo inciso

Pese a la escasa aplicación de que ha sido objeto el 
precepto, existe una consolidada doctrina científica y 
jurisprudencial sobre los requisitos que debe cumplir 
una organización para adquirir el carácter de asocia-
ción ilícita a los efectos de la aplicación del art. 515.1º 
CP. La Circular de la Fiscalía General del Estado 
2/2011, explica que “la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo ha precisado los elementos definidores de la 
asociación ilícita, con las siguientes exigencias: plu-
ralidad de personas asociadas para llevar a cabo una 
determinada actividad; existencia de organización más 
o menos compleja en función del tipo de actividad pre-
vista; consistencia o permanencia en el sentido de que 
el acuerdo asociativo ha de ser duradero y no puramen-
te transitorio y, en el caso del art. 515.1º CP, el fin de la 
asociación ha de ser la comisión de delitos. El art. 515 
contempla, pues, auténticos supuestos de asociaciones, 
esto es, de agrupaciones de personas, de carácter esta-
ble, con relaciones de jerarquía entre sus miembros y 
división de funciones y tareas, y entre las que existen un 
vínculo asociativo por encima de la voluntad individual 
de cada uno de sus miembros y cuyos fines no se identi-
fican necesariamente con la realización de hechos delic-
tivos, sino que pueden tener otras finalidades distintas, si 
bien en atención a las mismas o a los modos utilizados 
para su obtención, el legislador considera que dichas 
conductas la hacen merecedora de reproche penal”.

En la más reciente aplicación de este precepto (Sen-
tencia 146/2013, de 11 de febrero), el Tribunal Supre-
mo expone que “tiene declarado esta Sala, como son 
exponentes las Sentencias 415/2005, de 23 de marzo 
y 234/2001, de 3 de mayo, que el delito de asociación 
ilícita del art. 515.1 —asociación para delinquir— 
precisa la unión de varias personas organizadas para 
determinados fines, con las siguientes exigencias: a) 

pluralidad de personas asociadas para llevar a cabo una 
determinada actividad; b) existencia de organización 
más o menos compleja en función del tipo de actividad 
prevista; c) consistencia o permanencia en el sentido de 
que el acuerdo asociativo ha de ser duradero y no pura-
mente transitorio”, permitiendo el legislador una doble 
alternativa típica: asociaciones que se constituyen para 
delinquir o aquellas otras que no teniendo esa finalidad 
desde el principio, promueven después su comisión. En 
el caso que es objeto de este dictamen estaríamos, ob-
viamente, ante esta segunda alternativa.

En la doctrina científica existe acuerdo unánime en 
torno a esos mismos elementos recogidos en la juris-
prudencia del Tribunal Supremo. Autores como MU-
ÑOZ CONDE, TAMARIT SUMALLA, FARALDO 
CABANA, CANCIO MELIÁ abundan en la necesidad 
de comprobar ese triple componente15. En particular, 
sobre la exigencia de que la agrupación de personas 
tenga una cierta estructura, que literalmente no exige 
el art. 515.1ºCP, y aparte de lo expresado con anterio-
ridad sobre la distinción con la mera conspiración para 
delinquir, la doctrina ha resaltado que esta estructura 
es la que se convierte en centro de imputación jurídico-
penal, no porque se vulnere en este caso el principio 
de culpabilidad y se atribuya al elemento individual la 
“conducta” de la organización sino porque la participa-
ción en ella supone ya un “injusto de sistema” (LAM-
PE), doctrina corregida en nuestro país por SILVA 
SÁNCHEZ no en cuanto tal responsabilidad del miem-
bro de la organización sino en lo que se refiere a su 
justificación o fundamento: de acuerdo con este autor, 
el castigo al elemento individual de la organización se 
fundamenta en su contribución al incremento de riesgo 
de realización de delitos, de manera que ya quedarían 
salvadas las objeciones relativas al principio de culpa-
bilidad y no existiría lo que, en su opinión, representa 
una penalización meramente simbólica16. En definitiva, 
como afirma CANCIO MELIÁ, la antigua caracteriza-
ción realizada por GARCÍA-PABLOS DE MOLINA 
sobre la necesidad de exigir una cierta estructura a la 
asociación ilícita sigue plenamente vigente17.

14 Gemeinsamen Richtlinien der Justizminister/-senatoren der Länder über die Zusammenarbeit von Staatanwaltschaft und Polizei 
bei der Verfolgung der Organisierten Krinalität”, Cfr. en DÖRMANN, U./KOCH, K./FRISCH, H./VAHLENKAMP, W. Organisierte Kriminalität- 
wie gross ist die Gefahr?, Bundeskriminalamt, Wiesbaden 1990, p. 5 ss. (citado por SÁNCHEZ GARCÍA DE PAZ, op. cit., p. 662)

15 MUÑOZ CONDE, op. cit, p. 773; TAMARIT SUMALLA, op. cit., p; FARALDO CABANA, op. cit., (Tol 2633040), p. 4; CANCIO ME-
LIÁ, Los delitos de terrorismo: estructura típica e injusto, Madrid, 2010, p. 159.

16 Vid. a propósito de esta polémica, CANCIO MELIÁ, “El injusto de los delitos de organización: peligro y significado”, RGDP, n.º 8, 
noviembre 2007, p. 28 ss.

17 Ibidem, p. 32, nota 107.
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Esta característica permite valorar en su justa medida 
la introducción del delito de organización criminal me-
diante la LO 5/2010 y el conflicto normativo que gene-
ra con el precepto que ahora nos ocupa debido, precisa-
mente, a su superposición conceptual con la tradicional 
tipología de la asociación ilícita. El art. 570 bis CP sí 
define qué es organización criminal: “la agrupación 
formada por más de dos personas con carácter esta-
ble o por tiempo indefinido que, de manera concertada 
y coordinada, se reparten diversas tareas o funciones 
con el fin de cometer delitos, así como de llevar a cabo 
la perpetración reiterada de faltas”. La Circular de la 
Fiscalía General del Estado 2/2011 es tan consciente 
de la superposición normativa que afirma lo siguien-
te: “La coexistencia del delito de asociación ilícita con 
el delito de organización criminal plantea un conflicto 
de normas cuando el supuesto examinado pueda ser 
calificado simultáneamente conforme a lo previsto en 
los arts. 515.1 y 570 bis CP, esto es, en el supuesto de 
asociaciones ilícitas cuyo objeto exclusivo y finalidad 
directa sea la comisión de ilícitos penales, supuesto que 
coincide con los elementos que configuran el tipo de 
organización criminal previsto en el art. 570 bis”. Por 
ello, entiende que el tenor literal de este precepto “per-
mite trasladar al mismo los criterios jurisprudenciales 
acuñados respecto a los rasgos definidores de la asocia-
ción para delinquir prevista en el art. 515.1 CP”. Más 
adelante concluye: “En consecuencia, en los supuestos 
en que se plantee un conflicto de normas entre los ar-
tículos 515.1 y 570 bis CP, los Sres. Fiscales aplicarán 
el criterio de alternatividad previsto en el art. 8.4 CP, 
de conformidad con lo establecido en el art. 570 quáter 
CP, de modo que deberán aplicar el tipo con pena más 
grave, esto es, el art. 570 bis”. De la misma opinión son 
MUÑOZ CONDE18, GONZÁLEZ RUS19, FARALDO 
CABANA20, entre otros. Quede constancia de esta 
superposición a los efectos que luego se verá. Algún 
intento de distinción entre ambas figuras ha conduci-
do finalmente al reconocimiento de su imposibilidad o 
extrema complejidad21.

A continuación se fundamenta la concurrencia de los 
requisitos exigidos doctrinal y jurisprudencialmente 

para sostener la acusación por asociación ilícita del art. 
515.1º CP.

4. Concurrencia de los requisitos típicos del art. 515.1º 
CP en los hechos descritos en la querella

a) pluralidad de personas asociadas para llevar a cabo una 
determinada actividad

En la página 9 del escrito de querella se afirma: “en el 
mes de Febrero del año 2009 se conoció por la opinión 
pública española, a consecuencia de la detención po-
licial de varios militantes, cargos internos partidarios, 
cargos públicos y otras personas, todas ellas militantes 
o vinculadas al Partido Popular (PP), la existencia de 
una presunta organización criminal —asociación ilíci-
ta ex art. 515 Código Penal—, insertada o vinculada a 
dicho partido político, que utilizaba el poder político 
ostentado por el Partido Popular a través del gobierno 
de distintas instituciones locales y autonómicas, fun-
damentalmente para conseguir de forma ilícita distin-
tas contrataciones públicas a favor de empresarios, los 
cuales a cambio abonaban importantes comisiones eco-
nómicas, en dinero opaco a la Hacienda Pública, tanto a 
las personas que formaban parte de dicha organización 
criminal, como también —a la vista de lo que se ha 
ido conociendo— al propio Partido Popular, en forma 
de supuestas “donaciones” no declaradas al Tribunal de 
Cuentas. Las autoridades policiales denominaron a di-
cha operación “Gürtel”, nombre con el cual ha venido 
siendo conocida desde entonces”.

En las páginas 19 a 38 del escrito de querella apa-
recen transcritos movimientos contables en los que 
intervienen los querellados, en un número que supera 
con mucho lo exigido de ordinario por los Tribunales 
para sostener la acusación por el delito previsto en el 
art. 515.1º CP. No se trata de un concierto coyuntural 
para la comisión de un solo delito (conspiración) sino 
de una pluralidad de personas (son 15 los querellados 
inicialmente, a los que se suman otros 10 empresarios 
mediante Auto de 4 de diciembre de 2013) de las cua-
les la gran mayoría pertenecían al Partido Popular (al 
menos 6 de ellas) en el momento de la comisión de los 

18 Derecho penal. Parte Especial, 19 edición, Valencia, 2013, p. 831.
19 GONZÁLEZ RUS, “La criminalidad organizada en el Código Penal español. Propuestas de reforma” en Anales de Derecho, núm. 

30, 2012, p. 28. (http://dx.doi.org/10.6018/analesderecho).
20 Asociaciones ilícitas y organizaciones criminales en el código penal español, Valencia, 2012, (Tol 2633038), p. 24.
21 A la primera conclusión llega LUZÓN CÁNOVAS (Fiscal) “La tipificación penal de la organización y el grupo criminal. Proble-

mas concursales”, en EL DERECHO, 7.72011 http://www.elderecho.com/penal/tipificacion-organizacion-criminal-Problemas-concursa-
les_11_283555005.html; a la segunda, DE LA CUESTA ARZAMENDI, Tratamiento de la delincuencia organizada en España: en particular, 
tras la reforma penal del 2010” en Revista Criminalidad, enero-abril, Vol. 55 (1), p. 86.
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hechos. Por consiguiente, ninguna duda puede existir 
sobre la concurrencia de este requisito típico.

b) Existencia de organización más o menos compleja en 
función del tipo de actividad prevista

En la página 14 del escrito de querella se afirma 
que el querellado Luis Bárcenas ha reconocido que las 
cuentas por él controladas en el Dresdner Bank son 
anteriores a 1990. En la página 16 se recuerda que el 
citado querellado ha ejercido la gerencia del Partido 
Popular desde esa fecha, siendo nombrado tesorero en 
2008. En las páginas 18 y siguientes se da cuenta de 
los ingresos y pagos realizados de manera ilegal desde 
o hacia el Partido Popular, bien como complementos a 
militantes y altos cargos del mismo, bien como dona-
tivos realizados por personas ajenas al Partido y que 
este recaudaba. Todo ello sin más reflejo contable que 
el ofrecido por el entonces gerente y luego tesorero del 
Partido, Luis Bárcenas. Por si hubiera dudas, en las pá-
ginas 40 y siguientes del escrito de querella se da cuen-
ta del reconocimiento por parte de miembros del Parti-
do Popular de haber cobrado determinadas cantidades 
en un período que abarca cuatro años (1999-2003), sin 
que exista constancia legal de esos pagos. Hechos que 
aparecen confirmados, en fase de instrucción, según el 
Auto de 30 de julio de 2013, que dice: “En la actual fase 
de la instrucción, mientras la autoría de los menciona-
dos documentos por parte del Sr. Bárcenas se encuentra 
confirmada por él mismo (declaración de 15.07.13) así 
como por las pruebas periciales practicadas —estando 
pendiente la determinación de la intervención o partici-
pación del Sr. Lapuerta en su confección o llevanza—, 
la realidad de varios apuntes contables ha venido a ser 
confirmada por las diligencias de instrucción hasta el 
momento practicadas (así, declaraciones testificales, 
análisis documental comparativo con los datos de la 
contabilidad oficial remitida por el Partido Popular y el 
Tribunal de Cuentas, etc..)”.

Nos encontramos, pues, ante una serie de indicios 
que contribuyen ineludiblemente a probar que la “or-
ganización” a la que se refiere el Tribunal Supremo 
para configurar la asociación ilícita tipificada en el art. 
515.1º CP no era otra que el propio Partido Popular. 
Con todas las salvedades debidas a esta fase procedi-
mental, los indicios probatorios cumplen los requisitos 
establecidos por nuestro Tribunal Constitucional sobre 
la prueba indiciaria (STC 128/2011, de 18 de julio, 
que cita las SSTC 300/2005, de 21 de noviembre, FJ 
3; 111/2008, de 22 de septiembre, FJ 3 y 70/2010, FJ 
3)), esto es, los hechos constitutivos de delito deben 

deducirse precisamente de los hechos-base (FJ 4º) 
y existe un engarce lógico entre éstos y los “hechos-
consecuencia”, en este caso la existencia de una aso-
ciación para delinquir auspiciada por el gerente del 
Partido Popular y después tesorero, Luis Bárcenas, que 
durante casi veinte años llevó a cabo una contabilidad 
paralela a la oficialmente presentada ante el Tribunal 
de Cuentas con el fin de eludir el control sobre entra-
das y salidas de dinero, donde los beneficiados resultan 
ser miembros del Partido Popular, por un lado, y em-
presarios que reciben concesiones administrativas, por 
otro, que a su vez realizan donaciones al Partido con el 
fin de obtener dichas contratas, cerrando así el círculo 
criminal, teniéndose como hecho indubitado (en fase 
de instrucción) que Luis Bárcenas es titular de cuentas 
corrientes opacas en Suiza en las que hay depositados 
millones de euros, sin que exista ninguna alternativa 
lógica a la existencia de dicho dinero que la obtención 
del mismo gracias a su labor como gerente/tesorero del 
Partido Popular. Es difícil encontrar más indicios, en 
fase de instrucción, de una trama delictiva organizada.

Como referencia jurisprudencial de la demostración 
de la concurrencia de este elemento pueden citarse dos: 
el Caso Filesa (STS de 29.10.1997) y el Caso Scala 
(SAP Palma de Mallorca de 26.7.2013). La similitud 
con el Caso Filesa es evidente, como lo demuestra la 
simple lectura de este pasaje de la STS de 28 de octubre 
de 1997, Fundamento Jurídico Vigésimo: “Mas el deli-
to de asociación ilícita no viene consumado porque en 
ese desenvolvimiento societario se cometieran deter-
minadas infracciones (delito fiscal, falsedades o apro-
piaciones indebidas), sino porque, desde el principio, 
los cuatro acusados buscaban, como se ha apuntado, 
una finalidad, ya inicialmente delictiva. No se olvide 
que la pretensión de quienes organizaron las referidas 
empresas era la de ayudar a la financiación de las elec-
ciones electorales de 1989, las Generales y las Euro-
peas, de tal modo que como esa financiación suponía la 
conculcación del artículo 149 de la Ley Orgánica 5 de 
1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, 
aunque el delito electoral se cometiera presuntamente 
por otras personas, era indudable una inicial finalidad 
ilícita si el fin último de la actividad societaria busca-
ba, directa o indirectamente, la conculcación de un pre-
cepto penal. Dicha norma limita los gastos electorales 
de las distintas candidaturas con un doble fundamento 
constitucional, evitar la distorsión de la publicidad abu-
siva en detrimento de la sana formación de la opinión 
pública base del Estado democrático, y evitar también 
la vulneración del principio de igualdad como uno de 
los inspiradores del ordenamiento jurídico”.
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En el Caso Scala, la Audiencia Provincial de Palma 
de Mallorca considera, previa acusación por este delito 
del Ministerio Fiscal, que los “asociados” utilizaron el 
organismo autónomo administrativo Consorcio para el 
desarrollo económico de las Islas Baleares, que eviden-
temente ya existía antes de cometerse los hechos objeto 
de condena, pero a través del cual se obtuvieron benefi-
cios importantes mediante una trama de empresas, algo 
que la Audiencia Provincial de Baleares califica como 
“compleja organización y estructuración”.

c) Estructuración

La estructuración de la asociación ilícita es subordi-
nada de la estructura propia del Partido Popular. En el 
escrito de querella se relata que “los contratos sacados 
a licitación en algunos casos u otorgados directamente 
sin licitación pública burlando los procedimientos de 
libre concurrencia en otros casos acabaron siendo otor-
gados a los empresarios o particulares que abonaban las 
indicadas comisiones, en concepto de precio o dádiva, 
a los miembros de dicha organización criminal inserta 
en el Partido Popular, dinero que acababa siendo repar-
tido entre la cúpula de dicho partido y entre distintos 
altos cargos de la Administración Pública, incluidos 
varios ministros en ejercicio”.

Este modus operandi revela una estructuración orga-
nizativa en la que la cúspide del Partido Popular seña-
laba a quienes debían obtener los susodichos contratos 
y los cargos públicos inferiores del Partido, siguiendo 
dichas órdenes más o menos directas, cumplían con las 
mismas. Es el único modo de explicar cómo encajan las 
cantidades aportadas por los empresarios querellados 
como donaciones ilegales y la obtención de contratos 
—de manera también ilegal— por parte de éstos, sien-
do la sede de la calle Génova y, más en concreto, la 
tesorería del Partido, el centro de distribución (entradas 
y salidas) del dinero ilícitamente obtenido.

Desde un punto de vista científico, Claus ROXIN ha 
descrito lo que él denomina “relaciones de dominio” 
como aquellas en las que una persona situada “en un 
aparato organizado detente una posición tal que pue-
da impartir órdenes a personas subalternas”22. Cierto 
es que la teoría del dominio del hecho a través de una 

organización exige una relación jerárquica y que, por 
consiguiente, esas órdenes deban ser acatadas incluso 
bajo amenaza de sanción. Pero no lo es menos que para 
configurar el requisito típico del delito de asociación 
ilícita basta con una relación jerárquica como la que 
se acredita en el escrito de querella, basada en la vin-
culación política y en la existencia de una “jerarquía 
de hecho” que permite imponer sanciones, como la 
desaparición de la vida pública para aquel que disiente 
de los mandatos dirigidos desde la central del Partido. 
Dicha “jerarquía” y dicha “amenaza de sanción” sirven 
aquí para explicar el comportamiento de los miembros 
del Partido Popular con cargo público obedientes a las 
“órdenes” dictadas desde los aparatos de poder del Par-
tido.

El art. 515.1ºCP, como se ha señalado anteriormente, 
no exige una estructuración óptima de la asociación, 
sino simplemente que los asociados estén organizados 
de manera que la misma pueda servir como factor gene-
rador de la comisión de delitos. En este caso, dicha fun-
ción se cumple con creces, no ya de manera informal 
sino a través de la estructura organizativa de un partido 
político. Como advierte CANCIO MELIÁ, “no hay en 
ello una transferencia injustificada de responsabilidad. 
La aportación personal del autor individual puede ser 
aprehendido jurídico-penalmente (de modo indirecto y 
estandarizado) a través de la prestación de organiza-
ción hecha a título de miembro del colectivo”.23. Dicha 
prestación la realiza cada miembro de la asociación 
ilícita de acuerdo con sus personales posibilidades: 
los miembros del Partido Popular decidiendo sobre 
las contratas públicas, los miembros ajenos al Partido 
Popular inyectando en las arcas de éste la financiación 
ilegal correspondiente. En el marco de su “Teoría de la 
responsabilidad penal basada en el injusto del sistema” 
(Systemunrecht), LAMPE utiliza el ejemplo de la ban-
da de delincuentes en la que las contribuciones indivi-
duales sólo pueden valorarse correctamente a la vista 
del propósito criminal y de la organización funcional24. 
Ese es el caso que nos ocupa: distintas contribuciones, 
internas y externas al Partido Popular, convergen en la 
obtención de beneficios ilícitos para todos ellos.

22 ROXIN, Täterschaft und Tatherrschaft, 8ª ed., Berlín, 2006, p. 248. AMBOS, “Sobre la “organización” en el dominio de la organi-
zación”, trad. Diego Fernando Tarapués Sandino y Ricardo Robles Planas, INDRET, 3/2011, p. 17.

23 CANCIO MELIÁ, “El injusto de los delitos de organización: peligro y significado”, iustel.com, RGDP, n.º 8, noviembre 2007, p. 33.
24 LAMPE, “Systemunrecht und Unrechtssysteme”, en Zeistschrift für die gesamte Strafrechtswissenschaft, 1994, p. 687. FARALDO 

CABANA, Responsabilidad penal del dirigente en estructuras jerárquicas, Valencia, 2004, p. 270.
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En este sentido, el Informe de la Unidad de Apoyo a 
la Fiscalía Especial contra la corrupción y la criminali-
dad organizada, de 28 de octubre de 2013, sostiene que 
la coincidencia temporal entre donativos entregados 
por el entonces Ministro de Fomento, Francisco Ál-
varez Cascos y contratas a las empresas donatarias no 
resultan significativas. Dice que ni en los “papeles” ni 
en la querella se identifica la procedencia real de esos 
donativos. Resulta extraña esta afirmación, teniendo en 
cuenta que el Informe lo emite la citada Unidad de Apo-
yo a una Fiscalía especializada en delincuencia econó-
mica, donde la investigación criminal debe ir más allá 
de lo que las pruebas aportadas por el propio acusado 
puedan demostrar. La secuencia temporal y “personal” 
(incluyendo aquí a las personas jurídicas) es suficien-
temente relevante como para que se investigue si las 
adjudicaciones mencionadas lo fueron debidamente o 
si tuvieron como origen la confabulación entre empre-
sas y Partido. Se dice en el Informe que sólo aparecen 
constatadas 2 adjudicaciones vinculadas temporalmen-
te con donativos (con independencia de las cantidades 
que después aparecen en el Informe). Se trata de un 
hecho lo suficientemente relevante de esa colaboración 
criminal como para no desdeñarlo sin más. La alusión 
posterior a que “según los expertos en la materia” es-
tarían prescritos no merece mayor comentario. En el 
presente Dictamen se aludirá al problema de la pres-
cripción, vinculado, lógicamente a la gravedad de los 
delitos cometidos y al momento de su comisión.

CONCLUSIÓN PRELIMINAR: Los hechos descritos 
en la querella cumplen fielmente los requisitos exigidos 
por la jurisprudencia y la doctrina científica para conside-
rar que pueden ser constitutivos de un delito de asociación 
ilícita del art. 515.1º CP.

II. Análisis de la posible concurrencia de un delito de 
organización criminal (art. 570 Bis CP)

El art. 570 bis CP define como organización crimi-
nal: “La agrupación formada por más de dos personas 
con carácter estable o por tiempo indefinido que, de 
manera concertada y coordinada, se reparten diver-
sas tareas o funciones con el fin de cometer delitos, 
así como de llevar a cabo la perpetración reiterada de 
faltas”.

Ya se ha explicado que este tipo penal se superpone 
con el delito de asociación ilícita, hasta el punto de que 
la Circular de la Fiscalía General del Estado 2/2011 re-
comienda la utilización del concurso de normas para 
solucionar el posible conflicto normativo surgido a raíz 

de la aparición de este nuevo tipo delictivo en la LO 
5/2010, cuya vigencia se inicia el 23 de diciembre de 
ese mismo año.

En el escrito de querella se imputa a los querellados 
la posible comisión de este delito de organización cri-
minal (en concurso con el de asociación ilícita). Como 
es lógico, dilucidar si dicho delito se cometió le co-
rresponde a la Sala encargada de celebrar el juicio oral 
correspondiente. En fase de instrucción, sin embargo, 
corresponde investigar los indicios de que la asociación 
para delinquir siguió actuando más allá de esa fecha, 
transmutando su naturaleza en delito de organización 
criminal dada la superposición entre ambas figuras, 
como ya se explicó anteriormente.

Los indicios que permiten atisbar la persistencia de 
la organización criminal más allá de esa fecha aparecen 
descritos en las páginas 41 y siguientes del escrito de 
querella: el personaje central de la trama, Luis Bárce-
nas, dejó su cargo como tesorero del Partido Popular 
en 2009, a raíz de su imputación en el Caso Gurtel. 
Sin embargo, es readmitido en 2010 y —esto es lo 
fundamental— sigue ocupando el mismo despacho y 
probablemente realizando la misma labor “en la som-
bra” hasta enero de 2013, cuando hace pública la con-
tabilidad B del Partido, es decir, durante veinte años. 
Hasta esa fecha habría mantenido despacho, teléfono, 
secretaria, coche oficial y plaza de aparcamiento en la 
sede central del Partido Popular sita en la calle Génova 
de Madrid, sufragado por el Partido Popular.

En el Auto del JCI nº 5 de 22 de noviembre de 2013 
se dice: “el conjunto de los elementos objeto de aná-
lisis, en unión del resultado de las diferentes diligen-
cias practicadas hasta el presente estadio, de carácter 
documental y testifical, permite pues confirmar, a nivel 
indiciario, la posibilidad que ya se avanzara por los in-
tegrantes de la Unidad de Auxilio de la AEAT, respecto 
de la presunta existencia por parte del Partido Popular 
de una cierta corriente financiera de cobros y pagos 
continua en el tiempo, al margen de la contabilidad re-
mitida por el Partido Popular al Tribunal de Cuentas, 
que, entre otros extremos pendientes de indagación, 
habría sido utilizada en el presente caso para atender 
a determinados pagos al arquitecto y responsable de 
la empresa UNIFICA encargada entre los años 2005 
y 2011 de la ejecución de diversas obras de reforma 
y remodelación de la sede principal de la referida for-
mación política en la ciudad de Madrid, sita en la calle 
Génova nº 13, pagos que no se habrían reflejado ni en 
la facturación ni en la contabilidad oficial, sino en la 
contabilidad paralela o “B” llevada en el seno de la ci-
tada formación y de la que eran presuntos encargados 
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los imputados Luis Bárcenas Gutiérrez y Álvaro de La-
puerta Quintero, bajo sus respectivas responsabilidades 
al frente de la Gerencia y Tesorería del Partido Popular 
en el periodo temporal objeto de investigación, pagos 
que en definitiva se habrían atendido con el remanente 
de capital no contabilizado disponible en la denomi-
nada Caja “B” del partido”. Y añade: “la falta de con-
cordancia o descuadre advertidos entre la facturación y 
documentación soporte de los servicios ejecutados por 
la referida mercantil para el Partido Popular respecto de 
las obras de remodelación de su sede central, cubriendo 
el periodo comprendido entre 2005 y 2011, y los apun-
tes registrados en la contabilidad oficial del Partido, en 
lo referente a determinados pagos a la mercantil ano-
tados como anticipos a cuenta, y que posteriormente 
no aparecen descontados en las facturas finales que, en 
principio, deberían reflejar dicha minoración, lo que 
pudiere, amén de la eventual responsabilidad tributa-
ria, conducir a confirmar la presencia de indicios de 
presuntos delitos de falsedad documental (arts. 392 y 
390 CP) o contable (art. 310 CP), todo ello sin perjuicio 
de ulterior valoración”.

Por su parte, el Auto de 4 de diciembre de 2013, ex-
tiende la imputación a una serie de empresarios por 
los indicios de responsabilidad criminal derivados de 
la remisión de información sobre contratos celebrados 
por la trama con las mercantiles COPASA, SEDESA y 
URAZCA entre 2002 y 2012, lo cual extiende ya los 
indicios de actuación de la organización criminal hasta 
ese último año.

Por lo demás, el querellado Luis Bárcenas ha recibi-
do elevados emolumentos del Partido, que ha abona-
do también sus cotizaciones a la Seguridad Social, sin 
que exista ninguna explicación razonable (a modo de 
“contraindicio”) sobre la razón de mantener en lugar 
tan preeminente a alguien en ese puesto. De forma y 
manera que aplicando los criterios de la prueba indi-
ciaria —ya señalados con anterioridad, de acuerdo con 
la jurisprudencia del Tribunal Supremo y del Tribunal 
Constitucional— el cruce de indicios y contraindicios 
arroja una seria sospecha sobre la posibilidad de que 
la organización criminal haya seguido funcionando, 
aunque más soterradamente, dada la pérdida de la con-

dición de tesorero de Luis Bárcenas, hasta más allá de 
diciembre de 2010, fecha en la que este sujeto había 
sido readmitido de militancia en el Partido Popular tras 
su “desimputación” en el Caso Gurtel.

El concurso de normas, ex art. 8 CP, deberá resolver-
se en este caso mediante la aplicación de la regla de la 
alternatividad (4ª), es decir con el castigo por el delito 
más grave, de acuerdo con lo estipulado en el art. 570 
quáter.

Art. 570 bis
1 Quienes promovieren, constituyeren, organizaren, 

coordinaren o dirigieren una organización criminal serán 
castigados con la pena de prisión de cuatro a ocho años si 
aquélla tuviere por finalidad u objeto la comisión de deli-
tos graves, y con la pena de prisión de tres a seis años en 
los demás casos; y quienes participaren activamente en la 
organización, formaren parte de ella o cooperaren econó-
micamente o de cualquier otro modo con la misma serán 
castigados con las penas de prisión de dos a cinco años si 
tuviere como fin la comisión de delitos graves, y con la 
pena de prisión de uno a tres años en los demás casos.

(…)
2 Las penas previstas en el número anterior se impon-

drán en su mitad superior cuando la organización:
a) esté formada por un elevado número de personas.
b) disponga de armas o instrumentos peligrosos.
c) disponga de medios tecnológicos avanzados de comu-

nicación o transporte que por sus características resulten 
especialmente aptos para facilitar la ejecución de los deli-
tos o la impunidad de los culpables.

Si concurrieran dos o más de dichas circunstancias se 
impondrán las penas superiores en grado.

Artículo 517
En los casos previstos en los números 1º y 3º al 6º373 del 

artículo 515 se impondrán las siguientes penas:
1º. A los fundadores, directores y presidentes de las aso-

ciaciones, las de prisión de dos a cuatro años, multa de doce 
a veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo 
o cargo público por tiempo de seis a doce años.

2º. A los miembros activos, las de prisión de uno a tres 
años y multa de doce a veinticuatro meses.

Artículo 518
Los que con su cooperación económica o de cualquier 

otra clase, en todo caso relevante, favorezcan la fundación, 
organización o actividad de las asociaciones comprendidas 
en los números 1º y 3º al 6º374 del artículo 515, incurrirán 
en las penas de prisión de uno a tres años, multa de doce a 

25 Vid. en este sentido ROMA VALDÉS, El delito de organizaciones y grupos criminales, en Problemas prácticos derivados de la 
reciente reforma del CP, 2ª ed., Cuadernos del Centro de Estudios Jurídicos, Madrid, 2012, p. 19 Cuadro sinóptico. No plantea la necesidad 
de analizar cada caso concreto, SÁNCHEZ GARCÍA DE PAZ en GÓMEZ TOMILLO (dir.) Comentarios al Código Penal, Comentarios al 
Código Penal, 1ª ed., Madrid, 2010. p. 1932.
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veinticuatro meses, e inhabilitación especial para empleo o 
cargo público por tiempo de uno a cuatro años.

Al observar las consecuencias sancionadoras de 
ambos tipos delictivos, para efectuar la comparación 
previa a la aplicación del art. 8.4º CP se comprueba 
que quizá no siempre sería más grave el delito de or-
ganización criminal, habida cuenta de la distinción que 
establece entre organización para cometer delitos gra-
ves o menos graves25, aunque la Fiscalía General del 
Estado se decante, en la Circular citada, por la aplica-
ción preferente del 570 bis y siguientes. En todo caso, 
como afirma LAMARCA PÉREZ, convendría tener en 
cuenta que el radio de conductas de “participación” en 
la organización es más amplio que el previsto en el art. 
517 CP, lo cual inclinaría hacia la tipificación como 
colaborador en la organización criminal conductas que 
quizá no cupieran en este último precepto26.

CONCLUSIÓN DEL PUNTO PRIMERO DEL DICTA-
MEN: Los hechos descritos en la querella son constitutivos 
de un delito de asociación ilícita del art. 515.1º CP, en con-
curso de normas con un delito de organización criminal del 
art. 570 bis CP.

III. Determinar el plazo de prescripción del conjunto 
de los delitos que figuran en la querella citada

Para determinar el régimen de prescripción de los 
delitos que se relacionan en el escrito de querella y de 
ampliación de la misma, dado que nos encontramos 
ante una suma de delitos, debe concretarse previamen-
te el momento de comisión de los mismos, con el fin 
de aplicar el régimen jurídico-penal del instituto de la 
prescripción vigente, a los efectos de respetar el princi-
pio de irretroactividad de las normas penales, derivado 
de los arts. 25.1 y 9.3 de la Constitución.

1. Prescripción del delito de asociación ilícita/organiza-
ción criminal

Una de las características esenciales de ambos de-
litos es la de agrupar a una pluralidad de personas de 
manera permanente, tal y como se explicó y como rei-

tera, sin ir más lejos, la reciente STS 719/2013, de 9 de 
octubre, en sus Fundamentos Jurídicos 22º a 26º, con 
amplias referencias jurisprudenciales. Este requisito 
lo convierte, sin lugar a dudas, en un delito asimismo 
permanente, a efectos de consumación. Como sostiene 
FARALDO CABANA, “los delitos de asociación ilíci-
ta y de organización o grupo criminal son delitos per-
manentes, de modo que a la consumación sigue un es-
tado antijurídico duradero que puede cesar con un acto 
de voluntad de los asociados que suponga su abandono 
de la organización o la disolución del ente”27.

Por consiguiente, tal y como estipula el art. 132.1CP 
para esa clase de delitos, los plazos previstos en el ar-
tículo 131 contarán “desde que se eliminó la situación 
ilícita”, es decir cuando se cerró ese estado antijurídico 
que caracteriza la permanencia del delito, cuya consu-
mación sigue produciéndose28. De acuerdo con la Cir-
cular de la Fiscalía General del Estado 2/2011, “dada la 
naturaleza del delito, la consumación se produce desde 
el momento en que se realice alguna de las conductas 
típicas, esto es, alguna forma de colaboración o par-
ticipación en la organización criminal sin que sea ne-
cesario que se ejecuten ni tan siquiera que se inicien 
las infracciones penales que constituyen el objeto de su 
ilícita actividad. Es decir, basta a estos efectos con que 
se acredite alguna clase de actuación de la que pueda 
deducirse que los integrantes de la asociación han pa-
sado del mero pensamiento a la acción. Traducida en 
actos externos tal actividad puede referirse a múltiples 
aspectos relacionados con la finalidad delictiva, tanto a 
la captación de nuevos miembros, como su formación 
o el aprovisionamiento de medios materiales para sus 
fines, o la preparación y ejecución de acciones o a la 
ayuda a quienes las preparan o ejecutan”.

En los hechos relatados en el escrito de querella, el 
comienzo de la actividad de la asociación ilícita se sitúa 
aproximadamente en 1990, cuando Luis Bárcenas es 
nombrado gerente del Partido Popular. El estado anti-
jurídico abierto en ese momento y, por consiguiente, la 
comisión del delito de asociación ilícita/organización 
criminal, tal y como se ha expuesto anteriormente en 
este mismo Dictamen, llega hasta 2012, de acuerdo 

26 LAMARCA PÉREZ, en GARCÍA RIVAS/LAMARCA PÉREZ, “Organizaciones y grupos criminales”, en ÁLVAREZ GARCÍA/GONZÁ-
LEZ CUSSAC (directores), Comentarios a la reforma penal de 2010, Valencia, 2010, p. 518.

27 FARALDO CABANA, Asociaciones ilícitas y organizaciones criminales en el Código Penal español, Valencia, 2012, (Tol 2633043), 
p. 3; GARCÍA-PABLOS DE MOLINA, A., Asociaciones ilícitas en el Código Penal, Barcelona, 1977, pp. 255-257.

28 GILI PASCUAL, La prescripción del delito, Pamplona, 2001, p. 143; GONZÁLEZ TAPIA, La prescripción en Derecho penal, Madrid, 
2003, p. 188.
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con las investigaciones realizadas en esta fase de ins-
trucción. Es cierto que en el Auto de 27 de septiembre 
de 2013 se alude a un supuesto plazo de prescripción 
señalado por los peritos, que se traslada al 27 de julio 
de 2009, aunque dicha referencia cronológica no tiene 
en cuenta en absoluto este delito de asociación ilíci-
ta/organización criminal sino únicamente el supuesto 
delito fiscal cometido en el marco de la actuación de 
ésta. En consecuencia, el régimen jurídico aplicable a 
la misma, respetando el principio de irretroactividad de 
las normas penales, garantizado por los artículos 25.1 
y 9.3 de la Constitución, será el vigente tras la reforma 
del Código Penal operada en virtud de la LO 5/2010, 
que modifica los plazos de prescripción respecto a los 
establecidos en la legislación que le antecede.

Como se dijo más arriba, la aplicación del concurso 
de normas a la sucesión delictiva “asociación ilícita/
organización criminal” viene obligada por el art. 570 
quáter, que señala además la regla 4ª del art. 8 como 
única aplicable en estos casos. Por consiguiente, te-
niendo en cuenta las penas previstas en el art. 570 bis 
CP, el régimen de prescripción de este delito será el que 
se detalla a continuación:

a) Promotores, organizadores, coordinadores, di-
rectores, cuya pena básica prevista en el propio 
precepto es de 4 a 8 años si la organización tiene 
como finalidad la comisión de delitos graves, por 
aplicación de los plazos previstos en el art. 131.1 
CP, el plazo de prescripción será de 10 años. Por 
tanto, no prescribiría hasta 2022.

 En la alternativa más favorable, esto es, que se 
considere que la organización no tenía por objeto 
la comisión de delitos graves, el plazo de pres-
cripción será de 5 años, contados a partir de la 
eliminación de la situación ilícita, es decir, 2012, 
como reza el art. 132.1 CP. Por tanto, no prescri-
biría hasta 2017.

b) Partícipes activos, miembros y cooperadores 
económicos o de otro modo, las penas previstas 
—de dos a cinco años si la organización se dedi-
ca a cometer delitos graves y de uno a tres años si 
se dedica a cometer delitos menos graves— da-
rían lugar a la aplicación del plazo de 5 años para 
su prescripción, de acuerdo con lo estipulado en 
el art. 131.1 CP. Por tanto, no prescribiría hasta 
2017.

2. Prescripción de los delitos conexos

Aunque la jurisprudencia anterior a la reforma intro-
ducida en el Código Penal mediante la LO 5/2010 tuvo 
que idear un criterio para determinar la prescripción 
de delitos que concurrieran en el conjunto del hecho 
enjuiciado (concurso de delitos) y también de aquellos 
que cumplen los requisitos establecidos en el art. 17 
LECrim. para calificarlos como conexos, la citada Ley 
Orgánica dio cauce legal a esa corriente jurisprudencial 
introduciendo en el apartado 5 del art. 131 CP la cita-
da regla con el siguiente tenor: “En los supuestos de 
concurso de infracciones o de infracciones conexas, el 
plazo de prescripción será el que corresponda al delito 
más grave”. Son numerosas las Sentencias que así lo 
reconocen:

STS 600/2013
1. El artículo 131.5 del Código Penal vigente, que es la 

norma cuya aplicación pretende el recurrente, dispone des-
de la entrada en vigor de la reforma operada por la L.O. 
5/2010, que en los casos de concurso de infracciones o de 
infracciones conexas el plazo de prescripción será el que 
corresponde al delito más grave. Tal disposición es coinci-
dente con la doctrina jurisprudencial que venía aplicando 
este Tribunal. Así se recordaba en la STS 1100/2011, con 
cita de la STS nº 912/2010, que “… que no cabe operar la 
prescripción, en supuestos en los que se condena por va-
rios delitos conexos, ya que hay que considerarlo como una 
unidad, al tratarse de un proyecto único en varias direccio-
nes y, por consiguiente, no puede aplicarse la prescripción 
por separado, cuando hay conexión natural entre ellos y 
mientras el delito más grave no prescriba tampoco puede 
prescribir el delito con el que está conectado, no cupien-
do apreciar la prescripción autónoma de las infracciones 
enjuiciadas… “. Criterio igualmente mantenido en la STS 
nº 627/2009, en la que se decía que “… en los supuestos 
de enjuiciamiento de un comportamiento delictivo comple-
jo que constituye una unidad íntimamente cohesionada de 
modo material, supuesto de delitos instrumentales, se ha 
planteado el problema de la prescripción separada, que po-
dría conducir al resultado absurdo del enjuiciamiento aisla-
do de una parcela de la realidad delictiva prescindiendo de 
la que se estimase previamente prescrita y que resulte im-
prescindible para la comprensión, enjuiciamiento y sanción 
de un comportamiento delictivo unitario, de forma que en 
estos casos la unidad delictiva prescribe de modo conjunto, 
no siendo posible apreciar la prescripción aislada del delito 
instrumental mientras no prescriba el delito más grave o 
principal (por todas S.T.S. 570/08) “. Y, últimamente, STS 

29 Aunque no aparece expresamente reconocido así en el precepto, lo considera indiscutible QUINTERO OLIVARES,



124

Revista Penal
Organización criminal para la financiación ilegal de un partido político

18 de noviembre de 2013 (Caso Minutas): “no cabe apre-
ciar la prescripción aislada del delito instrumental mientras 
no prescriba el delito más grave o principal”.

La expresión “delito más grave” hace alusión, sin lu-
gar a dudas, a la calificación legal de la infracción de 
conformidad con la clasificación que establece el art. 
33 CP, que sigue el criterio de la pena abstracta apli-
cable a ese tipo delictivo, y no la pena concretamen-
te aplicable al autor o al cómplice del mismo. A este 
respecto, señala la STS 14/2013, de 15 de enero: “De 
acuerdo a la jurisprudencia de esta Sala (por todas STS 
1100/2011, de 27 de octubre), el Pleno no Jurisdiccio-
nal de esta Sala 2ª de 16.12.2008 acordó, ratificando 
Acuerdos anteriores, que “para la determinación del 
plazo de prescripción del delito, habrá de atenderse a la 
pena en abstracto señalada por el legislador”.

En el caso sometido al presente Dictamen aparecen, 
junto al delito permanente de asociación ilícita/orga-
nización criminal, una serie de delitos cometidos a lo 
largo de los más de veinte años en los que se mantuvo 
abierto el “estado antijurídico” de la asociación ilícita, 
de manera que los delitos cometidos en particular en 
el seno de la asociación deberán castigarse de manera 
independiente, configurando un concurso de delitos. La 
conexidad entre los delitos que se imputan en el escri-
to de querella viene dada precisamente por esa unidad 
de proyecto que la organización criminal implica. De 
ahí que pueda aplicarse el criterio de conexidad esta-
blecido en el art. 17.2 LECrim: “Consideránse delitos 
conexos: (…) 2.º Los cometidos por dos o más perso-
nas en distintos lugares o tiempos si hubiere precedido 
concierto para ello”. Como referencia jurisprudencial 
cabe señalar el Auto del Tribunal Supremo de 14 de 
noviembre de 2012, en el que se aplica dicha regla a 
una suma de los siguientes delitos: asociación ilícita, 
receptación y robo con fuerza en las cosas continuado.

A partir de esta base normativa, son dos las cuestio-
nes a dilucidar en este Dictamen: cómo se establece el 
dies a quo y cuál será el plazo de prescripción teniendo 
en cuenta la conexidad de las infracciones. Por lo que 
se refiere a lo primero, dicho día dependerá de cuál sea 
el resultado de comparar las penas establecidas para los 
delitos por los que se imputa en el escrito de querella, 
debiendo elegir como día en el que comienza a correr 
el plazo de prescripción el del momento de la comisión 
del delito más grave. Así pues, con carácter preliminar, 
debe determinarse cuál de los delitos es más grave. Ya 
se ha visto que el delito de asociación ilícita/organiza-
ción criminal se castiga con penas de hasta 8 años de 
prisión en el caso de los dirigentes de la misma y con 

penas de hasta 5 años de prisión si se trata de partícipes, 
miembros o cooperadores de la organización. Del resto 
de los delitos imputados destaca el blanqueo de capita-
les, castigado con penas entre seis meses y seis años.

Por tanto, a efectos de aplicar el art. 131.5º CP para 
determinar el día en que comienza la prescripción, de-
berá señalarse aquella en la que el delito de organiza-
ción criminal terminó de ejecutarse y, de acuerdo con 
lo argumentado anteriormente, no antes del 1 de enero 
de 2012.

En cuanto al resto de las infracciones, aunque a pri-
mera vista podría considerarse que cada delito comien-
za su particular cuenta atrás para la prescripción desde 
el día en que es cometido, cuando se aplica el apartado 
5º del art. 131 CP se entiende que dicha fecha es válida 
también para determinar el comienzo de ejecución de 
todo el conjunto de delitos conexos, o sea todos los im-
putados en el escrito de querella29. Lo mismo ocurriría 
si se tomara como delito “principal” el de blanqueo de 
capitales, ya que el modo de desarrollarse los hechos 
descritos en la querella demuestra que las distintas ope-
raciones de blanqueo se realizaron de manera continua-
da, es decir “en ejecución de un plan preconcebido o 
aprovechando idéntica ocasión” y se ha infringido el 
mismo precepto penal (art. 301CP). En tal caso, el art. 
132.1CP prevé que el plazo de prescripción comience 
cuando se realice “la última infracción”. A este respec-
to, conviene reflejar aquí el contenido del Auto de 22 
de noviembre de 2013, cuyo Fundamento Jurídico Ter-
cero dice textualmente:

“Tras el auto de 27.09.13 y el consiguiente informe po-
licial del resultado arrojado por la diligencia de entrada 
y registro practicada, el conjunto de los elementos objeto 
de análisis, en unión del resultado de las diferentes dili-
gencias practicadas hasta el presente estadio, de carácter 
documental y testifical, permite pues confirmar, a nivel 
indiciario, la posibilidad que ya se avanzara por los inte-
grantes de la Unidad de Auxilio de la AEAT, respecto de 
la presunta existencia por parte del Partido Popular de una 
cierta corriente financiera de cobros y pagos continua en 
el tiempo, al margen de la contabilidad remitida por el 
Partido Popular al Tribunal de Cuentas, que, entre otros 
extremos pendientes de indagación, habría sido utilizada 
en el presente caso para atender a determinados pagos al 
arquitecto y responsable de la empresa UNIFICA encarga-
da entre los años 2005 y 2011 de la ejecución de diversas 
obras de reforma y remodelación de la sede principal de 
la referida formación política en la ciudad de Madrid, sita 
en la calle Génova nº 13, pagos que no se habrían refleja-
do ni en la facturación ni en la contabilidad oficial, sino 
en la contabilidad paralela o “B” llevada en el seno de la 
citada formación y de la que eran presuntos encargados los 
imputados Luis Bárcenas Gutiérrez y Álvaro de Lapuerta 
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Quintero, bajo sus respectivas responsabilidades al frente 
de la Gerencia y Tesorería del Partido Popular en el periodo 
temporal objeto de investigación, pagos que en definitiva 
se habrían atendido con el remanente de capital no contabi-
lizado disponible en la denominada Caja “B” del partido”.

Así pues, a nivel indiciario, puede decirse que la im-
putación por blanqueo de capitales llegaría hasta ese 
año 2011, momento en el que cabría situar el dies a quo 
que señala el comienzo del plazo de prescripción. Por 
tratarse de un delito continuado y dada la configuración 
de los hechos imputados, debe considerarse que este 
hecho delictivo “principal” arrastra la prescripción de 
todos los delitos cometidos alrededor suyo, lo que im-
pediría hablar de plazos de prescripción singularizados 
para cada delito, quedando todos ellos —con indepen-
dencia de su gravedad específica— sometidos al plazo 
de 10 años de prescripción, que establece el art. 131.1 
CP. Así lo confirma la jurisprudencia del Tribunal Su-
premo, como se detalla a continuación:

STS 600/2013, de 10 de julio: El artículo 131.5 del Có-
digo Penal vigente, que es la norma cuya aplicación pre-
tende el recurrente, dispone desde la entrada en vigor de 
la reforma operada por la L.O. 5/2010, que en los casos de 
concurso de infracciones o de infracciones conexas el plazo 
de prescripción será el que corresponde al delito más grave. 
Tal disposición es coincidente con la doctrina jurispruden-
cial que venía aplicando este Tribunal. Así se recordaba en 
la STS 1100/2011, con cita de la STS nº 912/2010, que “… 
que no cabe operar la prescripción, en supuestos en los que 
se condena por varios delitos conexos, ya que hay que con-
siderarlo como una unidad, al tratarse de un proyecto único 
en varias direcciones y, por consiguiente, no puede apli-
carse la prescripción por separado, cuando hay conexión 
natural entre ellos y mientras el delito más grave no pres-
criba tampoco puede prescribir el delito con el que está co-
nectado, no cupiendo apreciar la prescripción autónoma de 
las infracciones enjuiciadas… “. Criterio igualmente man-
tenido en la STS nº 627/2009, en la que se decía que “… 
en los supuestos de enjuiciamiento de un comportamiento 
delictivo complejo que constituye una unidad íntimamente 
cohesionada de modo material, supuesto de delitos instru-
mentales, se ha planteado el problema de la prescripción 
separada, que podría conducir al resultado absurdo del en-

juiciamiento aislado de una parcela de la realidad delictiva 
prescindiendo de la que se estimase previamente prescrita 
y que resulte imprescindible para la comprensión, enjuicia-
miento y sanción de un comportamiento delictivo unitario, 
de forma que en estos casos la unidad delictiva prescribe 
de modo conjunto, no siendo posible apreciar la prescrip-
ción aislada del delito instrumental mientras no prescriba 
el delito más grave o principal (por todas S.T.S. 570/08) “.

STS de 29 de julio de 1998 (Caso Marey) “Se trata, en de-
finitiva, de un propósito único que se proyecta penalmente 
hacia varias direcciones y, por consiguiente (…) entende-
mos que dos delitos en concurso ideal o medial forman una 
unidad de orden sustantivo tan íntima que no cabe hablar de 
prescripción de uno cuando el otro aún no ha prescrito. Y 
esto es lo ocurrido en el caso presente en el que la malver-
sación, para cuya prescripción podría haber regido el plazo 
de 10 años, fue un medio necesario para la comisión del 
delito de secuestro que prescribe a los 15 años”.

CONCLUSIÓN DEL 2º APARTADO DEL DICTA-
MEN: Tanto si se toma como delito principal el de orga-
nización criminal como si se designa con ese carácter el 
delito continuado de blanqueo, la prescripción del conjunto 
de infracciones cometidas tendrá un plazo de prescripción 
de 10 años, contados a partir de la fecha de comisión. En 
los delitos de asociación ilícita/organización criminal y 
blanqueo continuado el plazo de prescripción comienza a 
correr únicamente desde la eliminación de la situación ilí-
cita en el primero de ellos (posiblemente en 2012) y desde 
la realización del último acto desde el segundo delito se-
ñalado (posiblemente en 2011), lo que sitúa ese plazo de 
prescripción para esos delitos en 2022 y 2021, respectiva-
mente, por lo que indudablemente están afectados por la 
interrupción del plazo de prescripción producida a raíz de 
la presentación de la querella que da origen a la causa, el 
28 de febrero de 2013.

Por lo que se refiere al resto de los delitos conexos, 
de acuerdo con lo estipulado en el art. 131.5 CP su pla-
zo de prescripción será el mismo que el del delito más 
grave, concretado ya en los 10 años que prevé el aparta-
do 1º del mismo artículo, es decir que sólo podrán con-
siderarse prescritos los delitos conexos que se hubieran 
cometido con anterioridad al 28 de febrero de 2003.


